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COMPETENCIA. Competencia penal. 
CUESTION RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir 
en la presente causa. 
DOCTRINA: A los tribunales de competencia más amplia les ha sido conferida la posibilidad de efectuar 
calificaciones jurídicas que coinciden con la competencia de los de atribuciones más restringidas, posibilidad 
que no les ha sido otorgada a estos últimos. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C LÓPEZ, PABLO Y PERSONAL POLICIAL A ESTABLECER COM. 43 
POR APREMIOS ILEGALES AGRAVADOS POR EL USO DE VIOLENCIA – PIEZAS 
PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 35.421/12)  (Tomo 177:  1003/1008 – 
29/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del ex Juzgado Correccional y de Garantías de 
Sexta Nominación para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: No resulta factible la acumulación de causas, si una de ellas se encuentra concluida por haberse 
dictado condena contra el acusado. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz y Ferra-
ris) 
                       La competencia por conexión se suscita cuando en la jurisdicción provincial se sustancian pro-
cesos que tramitan ante distintos órganos judiciales pero que, por encontrarse vinculados entre sí, se acumulan 
atento a razones de mejor administración de justicia que justifican que se alteren las reglas de competencia 
material y territorial. 
                  No procede la acumulación de causas si el interés y las razones de ello se encuentran desvanecidos 
atento a que el imputado fue condenado por uno de los tribunales en contienda. (Del voto de la Dra. Kauff-
man) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris     DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C WERNING, LUIS MARCELO POR LESIONES LEVES Y AMENAZAS 
EN CONCURSO REAL - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 35.834/12) (Tomo 177: 
1055/1062 – 29/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Calificación jurídica; asignación al tribunal de competencia mayor. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del ex Juzgado de Instrucción Formal de Tercera 
Nominación para intervenir en estos autos y en los agregados por cuerda que tramitan por Expte. CJS 
36.345/13. 
DOCTRINA: Si en el estadio inicial del proceso el hecho objeto de investigación y juzgamiento resulta pasi-
ble de dos –o más- calificaciones jurídicas distintas, lo que corresponde, en principio, es reconocer aptitud 
funcional al órgano de competencia mayor. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz y 
Ferraris) 
                       Si en la causa existen dos actuaciones separadas que operan sobre idéntico hecho, víctima y 
victimario pero en tiempos disímiles, subsanada la actividad persecutoria por parte del Estado a través de la 
promoción de la acción penal y requerimiento de instrucción por parte del agente fiscal penal, en relación al 



eventual delito de homicidio en grado de tentativa, corresponde declarar la competencia del ex Juzgado de 
Instrucción Formal. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris    DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “FISCAL PENAL DE VIOLENCIA FAMILIAR Y DE GÉNERO Nº 1 SOLICI-
TA INCOMPETENCIA MATERIAL AP Nº 1689/12 – PIEZAS PERTENECIENTES- 
COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 36.124/12) (Tomo 177: 521/530 – 04/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Juez de Garantías, función de conocer en  casos de medidas restric-
tivas de la libertad por contravenciones. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR el recurso de apelación interpuesto por los actores a fs. 115, hacer 
lugar al recurso de apelación interpuesto por la demandada a fs. 113 y, en consecuencia, revocar el punto I de 
la sentencia de fs. 105/110 vta. en cuanto declara la nulidad parcial del decreto nº 1175/95 y deja sin efecto lo 
decidido sobre el adicional fijo por equiparación de la Ley 6929; rechazando la demanda en todas sus partes. 
Con costas por su orden. 
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.   
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: FLORES, LUIS Y OTROS VS. PROVINCIA DE SALTA (SECRETARÍA GE-
NERAL DE LA GOBERNACIÓN) - RECURSO DE APELACIÓN (Expte. Nº CJS 
34.014/10) (Tomo 177: 645/664 - 5/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Juez de Garantías, función de conocer en  casos de medidas restric-
tivas de la libertad por contravenciones.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504. 
 TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “FLORES, NÉSTOR ADRIÁN O ERNESTO ADRIÁN – CONTRAVENCIÓN - 
ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E DEL C.P.P. LEY 7690 - PIEZAS PERTENE-
CIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 36.157/12) (Tomo 177: 263/268 – 03/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Juez de Garantías, función de conocer en  casos de medidas restric-
tivas de la libertad por contravenciones.   
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR el recurso de apelación de fs. 118 y, en su mérito, confirmar la 
sentencia de fs. 106/114. Costas por su orden  
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.   
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: IBARRA, ALBERTO RODOLFO VS. PROVINCIA DE SALTA – RECURSO 
DE APELACIÓN (Expte. Nº CJS 35.469/12)(Tomo 177: 45/52 – 25/junio/2013) 
 



COMPETENCIA. Competencia penal. Juez de Garantías, función de conocer en  casos de medidas restric-
tivas de la libertad por contravenciones. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA:“OCHOA, ROXANA EDITH – CONTRAVENCIÓN - PIEZAS PERTENE-
CIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 36.115/12) (Tomo 177: 349/354 – 03/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Juez de Garantías, función de conocer en  casos de medidas restric-
tivas de la libertad por contravenciones.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C OCHOA, ANDREA CAROLINA – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E 
DEL C.P.P. - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.131/12) (Tomo 177: 313/318 – 03/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Juez de Garantías, función de conocer en  casos de medidas restric-
tivas de la libertad por contravenciones.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “IBARRA CONDORI, ARMANDO POR ACTUACIONES DEL ART. 41 INC. 
E Y D DEL CPP - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.077/12) (Tomo 177: 325/330 – 03/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Juez de Garantías, funciones de conocer en medidas restrictivas de 
la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes y de control 
de las condiciones de detención.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: El Código Procesal Penal (texto según Ley 7690) en su art. 41 establece las competencias del 
Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida 
restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes 
siempre que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de deten-
ción, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 
inc. b) de la Ley 6192.  



           Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en la causa, pues los supuestos literalmente 
previstos en el artículo 41 incisos d) y e) del Código Procesal Penal implican un traspaso de específicas competen-
cias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C MAMANÍ, JUAN PABLO POR ACTUACIONES DEL ART. 41 INC. E Y 
D DEL CPP - PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
36.068/12) (Tomo 177:  385/390 – 3/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Juez de Garantías, funciones de conocer en medidas restrictivas de 
la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes y de control 
de las condiciones de detención.  
CUESTION RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: El Código Procesal Penal (texto según Ley 7690) en su art. 41 establece las competencias del 
Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida 
restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes 
siempre que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de deten-
ción, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 
inc. b) de la Ley 6192.  
           Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en la causa, pues los supuestos literalmente 
previstos en el artículo 41 incisos d) y e) del Código Procesal Penal implican un traspaso de específicas competen-
cias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “RADA, JUAN JOSÉ; TARQUE, MATÍAS – ACTUACIONES ART. 41 INC. D 
Y E DEL C.P.P. - PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETEN-CIA” (Expte. Nº CJS 
36.246/13) (Tomo 177: 373/378 – 3/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Juez de Garantías, funciones de conocer en medidas restrictivas de 
la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes y de control 
de las condiciones de detención.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: El Código Procesal Penal (texto según Ley 7690) en su art. 41 establece las competencias del 
Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida 
restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes 
siempre que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de deten-
ción, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 
inc. b) de la Ley 6192.  
           Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en la causa, pues los supuestos literalmente 
previstos en el artículo 41 incisos d) y e) del Código Procesal Penal implican un traspaso de específicas competen-
cias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “TOLABA, SERGIO JOSÉ – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E DEL 
C.P.P. - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 36.162/12) 
(Tomo 177:  379/384 – 3/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Juez de Garantías, función de conocer en casos de medidas restrictivas de la libertad por 
contravenciones. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504. 



TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: RODRÍGUEZ, ALDO ALBERTO - CONTRAVENCIÓN - PIEZAS PERTENE-
CIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 36.158/12) (Tomo 177: 367/372 - 3/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Juez de Garantías, función de conocer en casos de medidas restrictivas de la libertad por 
contravenciones.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: TEJERINA, WALTER RAFAEL; VALDEZ, CÉSAR FERNANDO RUBÉN - 
ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E DEL C.P.P. - PIEZAS PERTENECIENTES - 
COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 36.076/12) (Tomo 177: 355/360 - 3/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Juez de Garantías, función de conocer en casos de medidas restrictivas de la libertad por 
contravenciones.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: BERNASCONI, ÁLVARO AGUSTÍN POR ACTUACIONES DEL ART. 41 
INC. E Y D DEL CPP - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 
36.062/12) (Tomo 177: 361/366 - 3/julio/2013) 
  
COMPETENCIA. Juez de Garantías, función de conocer en casos de medidas restrictivas de la libertad por 
contravenciones.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: C/C OCHOA, ANDREA CAROLINA – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E 
DEL C.P.P. - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS) (Tomo 177: 
313/318- 3/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Juez de Garantías, función de conocer en casos de medidas restrictivas de la libertad por 
contravenciones.   
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 



de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: C/C GIMÉNEZ, LUIS JAVIER – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E DEL 
C.P.P. LEY 7690 - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 
36.088/12) (Tomo 177: 343/348 - 3/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Juez de Garantías, función de conocer en casos de medidas restrictivas de la libertad por 
contravenciones.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: RIERA, WALTER ADRIÁN POR ACTUACIONES DEL ART. 41 INC. E Y D 
DEL CPP - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 36.075/12) 
(Tomo 177: 337/342 - 3/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Juez de Garantías, función de conocer en casos de medidas restrictivas de la libertad por 
contravenciones.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: C/C VÉLIZ, ALEJANDRO CÉSAR POR ACTUACIONES DEL ART. 41 INC. 
E Y D DEL CPP - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 
36.073/12) (Tomo 177: 331/336 - 3/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Juez de Garantías, función de conocer en casos de medidas restrictivas de la libertad por 
contravenciones.   
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: ONTIVEROS, JONATAN EZEQUIEL; RÍOS, JHONATAN MARTÍN; RÍOS, 
LUCAS EZEQUIEL POR ACTUACIÓN ART. 41 INC. D - E DEL C.P.P. - PIEZAS 
PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 36.061/12) (Tomo 177: 319/324 - 
3/julio/2013) 
 



COMPETENCIA. Juez de Garantías, función de conocer en casos de medidas restrictivas de la libertad por 
contravenciones.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: GOYTEA, LUCAS EMANUEL; BAZÁN, ARIEL FERNANDO; OLIVERA, 
NICOLÁS AGUSTÍN; ALEMÁN, HÉCTOR LEONARDO – CONTRAVENCIÓN - AC-
TUACIONES ART. 41 INC. D Y E DEL C.P.P. – LEY 7690 - PIEZAS PERTENECIEN-
TES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 36.159/12) (Tomo 177: 307/312 - 3/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Juez de Garantías, función de conocer en casos de medidas restrictivas de la libertad por 
contravenciones. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: LUNA, HÉCTOR MARIO – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E DEL C.P.P. 
- PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 36.163/12) (Tomo 177: 
301/306 - 3/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Juez de Garantías, función de conocer en casos de medidas restrictivas de la libertad por 
contravenciones. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: C/C LAURO, MÓNICA MERCEDES; VILLAREAL, MARIELA SOLEDAD; 
OSCARI, SANDRA NOEMÍ – ACTUACIONES ART. 41 INC. D Y E DEL C.P.P. LEY 
7690 - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 36.087/12) (Tomo 
177: 295/300 - 3/julio/2013) 
 
 
COMPETENCIA. Juez de Garantías, función de conocer en casos de medidas restrictivas de la libertad por 
contravenciones. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 



que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: ARIAS, DIEGO POR: ACTUACIONES DEL ART. 41 INC. E Y D DEL C.P.P. 
- PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 36.057/12) (Tomo 177: 
289/294 - 3/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Juez de Garantías, función de conocer en casos de medidas restrictivas de la libertad por 
contravenciones. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: MATORRA RUÍZ, GUSTAVO ÁLVARO; FRÍAS, ELVIO BLADIMIR POR 
ACTUACIONES DEL ART. 41 INC. E Y D DEL CPP - PIEZAS PERTENECIENTES - 
COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 36.063/12) (Tomo 177: 283/288 - 3/julio/2013) 
 
COMPETENCIA. Juez de Garantías, función de conocer en casos de medidas restrictivas de la libertad por 
contravenciones. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar la competencia del Juez de Garantías para intervenir en la causa, porque 
el artículo 41 del Código Procesal Penal, texto según Ley 7690, establece las competencias de dichos magis-
trados y, entre ellas, en sus incisos d) y e), les ha otorgado la función de “conocer” en toda medida restrictiva 
de la libertad ambulatoria aplicadas por imperio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre 
que no sean ordenadas en el marco de un proceso penal, y la de “controlar” las condiciones de detención, el 
plazo y la razonabilidad de las medidas ejecutadas por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de 
la Ley 6192, supuestos que implican un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Dete-
nidos y Garantías según Leyes 7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C DÍAZ, RAFAEL SALOMÓN POR ACTUACIONES DEL ART. 41 INC. E 
Y D DEL CPP - PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 
36.135/12) (Tomo 177: 269/274 - 3/julio/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral; amistad con el letrado del acusado en otra causa. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 119 por el señor Juez de Corte Dr. 
Guillermo Alberto Catalano. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación si el Magistrado manifiesta que con el abogado defensor del 
acusado en otra causa que guarda relación con ésta, lo une una amistad de larga data y ello le provoca una 
situación de violencia moral, toda vez que reconoce motivos claramente expresados e individualizados que 
justifican razonablemente el apartamiento para asegurar el debido proceso y la recta administración de justi-
cia. (Del voto de los Dres. Ferraris, Posadas, Alavila, y Longarte) 
                        No corresponde aceptar la excusación si el informe de Secretaría a que alude el Magistrado 
como sustento del pedido de apartamiento, carece de efectos para vincular procesalmente a las causas y no 
surge del estado actual motivo alguno por el que podría encontrarse comprometida su imparcialidad. (Del 
voto de los Dres. Vittar, Cornejo y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Cornejo, Díaz –Jueces de Corte-, Héctor Guillermo Alavila y 
Ángel Amadeo Longarte –Jueces de Cámara llamados a integrar-.  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA:  
“INFORMACIÓN SUMARIA EN CONTRA DE ROMERO, JUAN CARLOS – INCI-
DENTE - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 34.962/11) (Tomo 177: 1085/1090 – 
29/julio/2013) 
 



QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva; taxatividad de 
los recursos. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación inter-
puesta a fs. 25/28. 
DOCTRINA: La resolución que rechazó un planteo de nulidad deducido por la defensa del imputado, no es de 
aquellos que la ley ha señalado como controvertidos por vía de casación, ni puede ser equiparado a sentencia 
definitiva por causar un gravamen de imposible reparación ulterior. 

El principio de taxatividad de los recursos, contemplado por el artículo 443 del Código Procesal Pe-
nal (texto según Ley 6345 y modificatorias), establece que las decisiones judiciales serán recurribles sólo en 
los casos y por los medios expresamente previstos por la ley. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C SUÁREZ, BENJAMÍN RODOLFO – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN 
DENEGADO” (Expte. Nº CJS 36.017/ 12) (Tomo 177:  73/80 - 25 /junio/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Absolución, pedido del fiscal; principio de la duda. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 105/108 vta. 
DOCTRINA:  Corresponde absolver al acusado, si de las constancias de la causa surge la carencia de pruebas 
suficientes para acreditar de manera certera la responsabilidad penal del acusado en el hecho, en tanto los 
informes de criminalística, la declaración testimonial de la supuesta víctima y las otras constancias agregadas, 
alcanzan para sostener sólo en grado de probabilidad la autoría del delito de lesiones culposas y no logran 
erradicar otras hipótesis, tanto en lo relativo al modo en que sucedieron los hechos como en lo atinente a la 
imputación de una conducta normativamente reprochable. 
      Si el estado de inocencia del que goza el acusado no ha logrado ser revertido, el beneficio de la duda 
es su consecuencia directa y necesaria. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo y Ferraris) 
               El pedido de condena del representante del querellante conjunto, quien fuera reconocido como parte 
en el proceso, válidamente habilita al tribunal a examinar los elementos de prueba y, en consecuencia, a dictar 
sentencia. 
           La exigencia de acusación, como forma sustancial en todo proceso penal, salvaguarda la defensa en 
juicio del justiciable, sin que tal requisito contenga distingo alguno respecto del carácter público o privado de 
quien la formula, razón por la cual nada obsta a que el querellante realice dicha acusación.(Del voto del Dr. 
Díaz) 
                Es plenamente válida la sentencia que absuelve al acusado del delito de lesiones culposas en acci-
dente de tránsito, si el tribunal tuvo en consideración que medió orfandad probatoria de ambas partes y espe-
cialmente de las partes acusadoras, lo que genera dudas, y ha fundado su fallo conforme a las reglas de la sana 
crítica racional y la experiencia común.  
          La sentencia absolutoria dictada a pedido del fiscal no resulta casable por parte del querellante con-
junto. 
 Durante la etapa del juicio la situación queda concretada con la acusación fiscal y la del querellante, 
en su caso. Pero, si el fiscal no sostiene la persecución penal por considerar que no se encuentra probado el 
delito y pide la absolución, el querellante no puede continuar dicha persecución.  
 El querellante adhesivo o conjunto, o sea la persona ofendida por un delito de acción pública, tiene 
derecho a presentarse como parte en la causa penal derivada del mismo pero con sus facultades limitadas, en 
cuanto es dependiente y subordinado a la acción y prosecución ejercida por el Ministerio Público Fiscal. Co-
mo consecuencia, para adherirse a la acción penal ésta debe encontrarse pendiente. (Del voto de la Dra. 
Kauffman de Martinelli) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris. DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: “C/C CHAUQUI, HÉCTOR RICARDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.526/12) (Tomo 177:  25/36 – 25/junio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual con acceso carnal agravado por el vínculo, valoración 
de la prueba, testimonio de la víctima, sana crítica; interés superior del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 461/464 vta. 
DOCTRINA: La sentencia es plenamente válida, si el tribunal tuvo por acreditado que el acusado es respon-
sable del delito de abuso sexual con acceso carnal agravado por el vínculo, a partir del testimonio de la menor 
que indicó en todo momento como autor a su abuelo y sostuvo siempre su relato abundando en detalles y 
pormenores, lo que se aúna con el testimonio de la abuela materna de la menor, madre de la víctima, de la 
maestra de la niña y los informes psicológicos realizados. 

El testimonio de la víctima constituye un elemento incriminante de alto valor si resulta coherente, es 
avalado por otras pruebas y fue calificado como sincero por el tribunal en el marco de una apreciación directa 
y como fruto de las bondades de la inmediación. 

En los delitos contra la integridad sexual es casi imposible conseguir testigos directos del hecho, de-
biendo basarse el magistrado en las declaraciones de la víctima, de las personas que tomaron conocimiento de 
lo acontecido a través de sus dichos y en las conclusiones a las que arriban los expertos en las respectivas 



pericias, debiendo reconstruirse el hecho a través de todo resto, vestigio o indicio. (Del voto de los Dres. Ca-
talano, Díaz, Ferraris, Posadas y Vittar) 
              En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente exis-
ten serias dificultades para desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor 
actuar con sigilo y sibilinamente, dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefie-
ren actuar a hurtadillas precisamente para no ser descubiertos.  
              Del contenido del artículo 119 3er. párrafo del Código Pena surge que la ley tiene en cuenta, en pri-
mer lugar, la libertad individual, en cuanto hace a la integridad sexual de las personas; se trata es de la viola-
ción de la autonomía de la voluntad del sujeto, que es la base de todos los bienes jurídicos. 

En el sistema de la íntima convicción, la ley no establece regla alguna para la apreciación de las 
pruebas. El juez es libre de convencerse, según su íntimo parecer, de la existencia o inexistencia de los hechos 
de la causa, valorando aquellas según su leal saber y entender. 

En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la sana crítica racional. Ello implica, por un 
lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean 
cuales fueren los que se arrimasen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la 
facultad de valorarlos conforme a las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directivas o tasa-
ción alguna. 
               Le es dable al tribunal fundar su certeza a partir de aquellos elementos conducentes para el esclare-
cimiento de la verdad y nada impide que un pronunciamiento condenatorio se sustente con el testimonio de la 
víctima, siempre y cuando ésta sea objeto de un riguroso análisis y se expongan los aspectos que determinarán 
que le sea asignada credibilidad. (Del voto del Dr. Cornejo) 
               El abuso sexual infantil supone la existencia de una relación de poder sobre los niños y niñas ejerci-
do por un adulto para su gratificación sexual, relación en la cual la abusada no tiene posibilidades efectivas de 
manifestar su consentimiento. Es por tal razón que cuando se aborda un supuesto de abuso sexual infantil es 
necesario tener en cuenta, al momento de valorar los hechos y la prueba rendida, que nos encontramos frente 
a un fenómeno delictivo de características especiales porque son hechos que acontecen en la esfera privada, 
en la intimidad y sin testigos. 
               El superior interés del menor es el que debe regir en todas las decisiones que recaigan cuando las 
víctimas sean niñas, niños o adolescentes. 

La sentencia que condena al acusado debe ser confirmada, si se encuentra acreditado que la víctima, 
al momento de sucedido el aberrante hecho, contaba con tan sólo ocho años de edad cuando fue accedida 
carnalmente por su abuelo.(Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “C/C FIGUEROA, NICOLÁS ROSARIO – RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. Nº CJS 35.618/12)(Tomo 177: 1033/1054 – 29/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual; pedido de avenimiento, improcedencia; violencia de 
género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 248/251 vta. 
DOCTRINA: Es improcedente el pedido de avenimiento formulado por el acusado, si conforme el requeri-
miento fiscal se lo acusa del delito de abuso sexual con acceso carnal agravado por la guarda y conforme las 
declaraciones incriminantes de la menor, la testimonial de su madre e incluso manifestaciones del mismo 
imputado, surge que el imputado sería encargado de la guarda de aquélla y además, no se verifican los extre-
mos legales requeridos para su convalidación. 
          La excusa de avenimiento (derogada por Ley 26738) establecía como condiciones que debían verifi-
carse a fin de ser convalidada por el tribunal, que la víctima fuera mayor a dieciséis años, que hubiera una 
relación afectiva preexistente al hecho, que la propuesta hubiera sido formulada libre y voluntariamente por 
ella y que apareciera como el modo más conveniente de armonizar el conflicto. (Del voto de los Dres. Ferra-
ris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo y Díaz) 
              El avenimiento, hasta el momento de su eliminación, fue la única figura conciliatoria incluida en la 
legislación penal argentina en lo relativo a delitos sexuales; era un instituto discriminatorio para la dignidad y 
la autonomía de las mujeres y afectaba el derecho al acceso a la justicia, facilitaba la impunidad de los abusos 
sexuales cometidos por parejas, ex parejas u otras personas allegadas a las víctimas, al brindar un tratamiento 
especial a estos casos en los que no se encuentra una justificación razonable. 

Los instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos piden al Estado incorporar en su 
legislación y en el diseño e implementación de las políticas públicas, acciones y estrategias para prevenir y 
eliminar todas las formas de discriminación y violencia de género. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz    DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C DÍAZ, NICANOR DIONISIO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 34.187/11) (Tomo 177: 1091/1106 – 29/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas; absolución por el principio de la duda; valoración de la 
prueba; sana crítica; testimonio de parientes. 



CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1/5 vta. y, en su mérito, 
dejar sin efecto la condena impuesta a Jaime Lidio Vargas en el punto I de la sentencia de fs. 47, cuyos fun-
damentos obran a fs. 48/51 vta., y disponer su absolución por el principio de la duda (arts. 20 de la Constitu-
ción Provincial y 4º del C.P.P., texto según Ley 6345 y modificatorias). 
DOCTRINA: Si las circunstancias de tiempo y modo en que se desenvolvieron los hechos no son suficiente-
mente claras para tener por acreditado el dolo del imputado y sostener la condena por el delito de amenazas, 
corresponde salvaguardar el estado de inocencia del que goza, que no ha logrado ser revertido y del cual el 
beneficio de la duda es consecuencia directa y necesaria. 

Si bien el principio de sana crítica racional otorga plena libertad a los jueces para valorar la prueba, 
como correlato exige que las conclusiones a las que se arribe sean producto de un adecuado razonamiento de 
las mismas, el que debe estar de acuerdo con los parámetros de la lógica, la psicología y el sentido común. De 
suerte que, para afirmar algo con rigor de certeza, su juicio no puede albergar falencias o incongruencias. 

En materia penal, no existe incapacidad para testificar, ni tachas que invaliden el testimonio de los 
parientes, pero no puede ser la única prueba existente para aniquilar el estado de inocencia, y fundar un fallo 
condenatorio. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Ferraris y Posadas) 
            La amenaza vertida, en un contexto de violencia familiar, resultó con idoneidad necesaria para ame-
drentar, si tuvo la capacidad suficiente para crear en la víctima el estado de intranquilidad requerido por el 
tipo penal, pues el bien jurídico protegido es la libertad, sea psíquica, de deliberación o, además, de tranquili-
dad o seguridad. 

No es un recaudo indispensable para la existencia del dolo del delito de amenazas, que el autor quie-
ra la conducta intimidante desde un plano de serenidad. Una exigencia de tales características implicaría por 
un lado desconocer que la mayor parte de las amenazas se vierten en estado de ofuscación y, por otro, su-
pondría un premio para los intemperantes. 

El Tribunal de casación no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la inmediación 
que da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado a la Corte asignar crédito o restárse-
lo a una prueba producida en la audiencia de debate que la Cámara conoció de manera directa, salvo que su 
apreciación aparezca dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o 
que no se halle acompañada de fundamento alguno. (Del voto de los Dres. Cornejo y Díaz) 
               La violencia doméstica ha dejado de verse como un problema privado a resolver en el seno de la 
propia familia, para ser considerado un problema que afecta a la sociedad en su conjunto. Así, la gravedad del 
maltrato habitual reside en el riesgo cierto y directo para la vida e integridad que se deriva del clima perma-
nente de violencia, como demuestran los estudios sobre el “ciclo de la violencia” como estado de aumento 
progresivo de su intensidad y frecuencia. 

La violencia contra la mujer, se describe como la manifestación más brutal de la desigualdad entre el 
hombre y la mujer en nuestra sociedad y se define como la violencia que se dirige sobre las mujeres “por el 
hecho mismo de serlo, por ser consideradas por sus agresores carentes de los derechos mínimos de libertad, 
respeto y capacidad de decisión”. 

Le es dable al tribunal fundar su certeza a partir de los elementos conducentes para el esclarecimiento 
de la verdad y nada impide que un pronunciamiento condenatorio se sustente en el testimonio de la víctima, 
siempre y cuando, ésta sea objeto de un riguroso análisis y se expongan los aspectos que determinarán que le 
sea asignada credibilidad. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas    DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C VARGAS, JAIME LIDIO –RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.578/12) (Tomo 177: 543/556 – 04/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas; valoración de la prueba, sana crítica. 
CUESTIÓN RESULTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 110/114. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la sentencia que condena al acusado por el delito de amenazas, si confor-
me el principio de libertad probatoria y las reglas de la santa critica, no se avizoran motivos serios para poner 
en crisis la veracidad de los testimonios, atento el coincidente relato de las hermanas, evaluados con las venta-
jas que brinda la inmediación y se presentan como correctamente verificados los hechos por el tribunal, sin 
que las contradicciones que señala la defensa tengan la importancia que se les pretende adjudicar, ya que 
remiten a simples detalles no esenciales. 
 TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C MEDINA, FRANCISCO JAVIER – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.223/12) (Tomo 177: 253/258 – 3/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de coacción y amenazas; valoración de la prueba; libertad probato-
ria; interés superior del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 168/176. II. OR-
DENAR al juzgado de origen que constate el tiempo de detención de los condenados y, en su caso, disponga 
su inmediata detención. 



DOCTRINA: La sentencia es plenamente válida si el tribunal encontró acreditada la autoría de los delitos de 
coacción y de amenazas de los acusados en perjuicio de los menores a partir de una valoración de las constan-
cias de la causa, entre ellas las declaraciones de los menores –víctimas- y de las denunciantes –tía y abuela 
materna de éstos-, las que fueron firmes, claras y concordantes en cuanto a las circunstancias de tiempo, modo 
y lugar en que se desarrollaron los hechos. 
 Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requiere por parte de 
la familia, la sociedad y el Estado, la que resulta necesaria por la inmadurez física y mental del niño. 

El interés superior del niño se constituye en una pauta de decisión ante un conflicto de intereses, pro-
piciando un parámetro objetivo que permite resolverlo en el sentido de consagrar siempre la prioridad del 
interés del menor por sobre el interés del adulto. 

En nuestro sistema procesal rigen el sistema de libertad probatoria y el de libre convicción del juez o 
sana crítica racional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos proba-
torios descriptos en la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar 
la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento huma-
no, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: “C/C OLIVERA, DÉBORA DEL CARMEN; FRÍAS, JULIO ENRIQUE – RE-
CURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.604/12) (Tomo 177: 1071/1084 – 29/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de favorecimiento culposo de evasión; conducta negligente; valoración 
de la prueba, sana crítica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 374/376 vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena de los acusados por el delito de favorecimiento culposo de 
evasión tipificado en el artículo 281 segundo párrafo del Código Penal, si el tribunal encontró acreditado que 
actuaron con descuido y negligencia en el desarrollo de una actividad que por las características de su función 
y de las circunstancias de modo, tiempo y lugar, ameritaba la toma de medidas extremas de precaución, 
máxime si han existido fugas anteriores en la misma celda, según lo manifestado por otro funcionario policial, 
además de que ambos imputados sabían de oficio su deber de custodiar todos los presos de la alcaldía cuando 
ocurrió el hecho. 

Para la configuración del delito de favorecimiento culposo de evasión, debe tenerse en cuenta esen-
cialmente la existencia de una conducta negligente de los autores, que estará presente cuando el deber de 
cuidado del agente encargado del mantenimiento de los resguardos que restringen la libertad ambulatoria del 
detenido no es realizada con la diligencia necesaria para evitar la evasión.  

El sistema de evaluación de prueba por la sana crítica racional o libre convicción, que debe aplicar el 
juzgador, exige que se tomen en cuenta las evidencias relevantes colectadas en la causa e introducidas legal-
mente en el debate, aplicándoles las reglas de la lógica, la psicología y la experiencia común.   
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C BERRUTI, MARCELO; MAMANÍ, DIEGO ARMANDO – RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.543/11) (Tomo 177: 227/236 – 03/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo; conducción antirreglamentaria de vehículo 
automotor. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 416/418. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la sentencia que condena por el delito de homicidio culposo si el tribunal, 
basándose en pruebas pertinentes y aptas, congruentes entre sí e incorporadas y producidas en la audiencia de 
debate, en presencia de las partes, quienes contaban con amplías facultades para cuestionarlas, controlarlas y 
argumentar sobre ellas, formó su convencimiento conforme a la sana crítica racional al establecer que el acu-
sado incurrió en una violación del deber de diligencia y previsibilidad al desarrollar la conducta lesiva del 
bien jurídico tutelado por el artículo 84 del Código Penal. 
               En los tipos culposos se sanciona cualquier conducta que cause determinado resultado lesivo, siem-
pre que sea previsible y la conducta viole un deber de cuidado de modo determinante para la producción del 
resultado, lo que equivale a decir que se hace necesario determinar si entre la conducta del agente y el hecho 
existe un nexo de antijuridicidad, en tanto sólo se justifica atribuir el resultado si éste fue causado por una 
conducta descuidada y por ello antijurídica. 

El primer deber del conductor de un rodado automotor consiste en conservar el dominio sobre la 
máquina que comanda y está obligado a permanecer atento a las evoluciones de la circulación. 

El deber de cuidado sobre cuya omisión gira la atribución de responsabilidad en el delito culposo, 
debe establecerse conforme a la capacidad de previsión de cada individuo y, en consecuencia aquel deber 
aumentará según las condiciones y preparación para la tarea que el individuo desarrolle o le haya sido asigna-
da. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano  DOCTRINA: Dra. Galli.    
CAUSA: “C/C BARRIENTOS, ANDRÉS – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.713/12) (Tomo 177:  81/90 - 25 /junio/ 2013) 



 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones leves, dolo necesario; incorporación por lectura en el deba-
te de la denuncia y otros documentos obtenidos.                      
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 69/71 
DOCTRINA: Es responsable el acusado del delito de lesiones leves si el tribunal ha efectuado una valoración 
crítica de los elementos incorporados a la causa, especialmente la versión de la víctima, el certificado médico 
y el hecho de que la abuela de los protagonistas reconoce que fue un “mal momento” en la historia familiar, a 
lo que se suma que el juzgador no desatendió el descargo del imputado, encuadrando su conducta en los 
términos del dolo eventual, ya que la violencia ejercida por el mismo comprendía, desde lo subjetivo, la re-
presentación de la posibilidad de lesionar a alguien. 
          La ley adjetiva, al regular los actos del debate, expresamente autoriza al tribunal a incorporar por 
lectura la denuncia y otros documentos obtenidos, sin establecer como requisito que éstos sean ratificados 
durante su sustanciación. Si el recurrente no se opuso a ello ni formuló protesta, no cuenta con la atribución 
para pretender agraviarse tardíamente en casación por la incorporación y valoración de esta evidencia, cuando 
se llegó a un resultado adverso, en tanto responde al principio de la búsqueda de la verdad real o histórica que 
domina el procedimiento penal, y no resulta atentatoria de las garantías que asisten al acusado. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: “C/C ZALAZAR, MARTÍN SEBASTIÁN – RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. Nº CJS 35.063/11) (Tomo 177: 245/252 – 3/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de arma; agravante por participación de 
un menor de edad; artículo 41 quater del Código Penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 379/385 vta. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de robo calificado por el uso 
de arma, si los extremos fácticos fueron debidamente constatados por el tribunal de juicio, apoyándose la 
sentencia en numerosos elementos de convicción. 
           Para que exista robo agravado por el empleo de armas, deben reunirse dos requisitos: uno es el efecto 
intimidante en la víctima y el otro que ese efecto tenga un correlato real, en cuanto se ha corrido efectivo 
riesgo de que esa arma sea empleada como tal. El arma es considerada desde el punto de vista del poder inti-
midante que ejerce sobre la víctima. 

El sujeto activo de un desapoderamiento compulsivo (robo) que sabiendo que dispone de un arma lo 
hace conocer a su víctima cualquiera sea el modo (blandiéndola o mostrándola entre otros), logra con ello 
vencer más fácilmente la resistencia al despojo. Crea con tal actitud un mayor riesgo hacia el agraviado y a la 
vez simplifica su labor delictiva. Es en esa interacción de sujeto activo y pasivo en la que ambos saben los 
diferentes roles que encarnan, uno dueño de la situación controlándola con un plus de violencia que es la 
tenencia del arma útil y el otro dominado por el peligro al que es expuesto, donde se advierten las ventajas o 
facilidades que aquél obtiene para delinquir, que justifican plenamente la aplicación de la figura agravada. 

El delito de robo alcanza consumación cuando, ejerciendo violencia, se ha violado la posesión ajena 
de la cosa que se encontraba bajo el señorío de su dueño, sin que se requiera que la ilegítima apropiación se 
prolongue en el tiempo y mucho menos que se genere señorío. En tal inteligencia, la sola posibilidad del acusa-
do de disponer siquiera efímeramente de la “res furtiva” permite considerar a la conducta típica como consu-
mada. (Del voto de los Dres Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano) 
               Es correcta la aplicación de la agravante genérica prevista en el artículo 41 quater del Código Penal 
si se ha acreditado que el acusado, blandiendo una tijera que usó como arma contra la víctima, logró que el 
otro causante, menor de edad, huyera del lugar con el teléfono celular sustraído previamente. 

El art. 41 quater del Código Penal refiere a la simple intervención de menores y la agravante se apli-
ca al mayor por el sólo hecho de participar, sea de una u otra manera. La búsqueda de la propia impunidad no 
aparece de ningún modo enunciada en la norma en cuestión como un elemento que condicione la aplicación 
de la agravante, sino que por el contrario, en tanto el artículo alude a participación, autoriza una comprensión 
del texto que excluya la autoría, permitiendo la consideración de actuaciones accesorias que no son aptas para 
evadir la responsabilidad del agente principal. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, 
Vittar, Catalano) 
              No pueden agravarse las penas por la mera intervención de menores de edad en el hecho, por cuanto 
se vulneraría insanablemente el principio de legalidad y la garantía del tipo penal, cuya descripción de la 
conducta punible no puede ser extendida al imputado “de lege ferenda”. 

El artículo 41 quater del Código Penal debe ser interpretado en sus justos límites y, de acuerdo a las 
circunstancias particulares de la causa y las pruebas colectadas durante el proceso evaluar si efectivamente el 
menor fue utilizado como mero instrumento inimputable en la comisión del ilícito o si, en su caso, actuó co-
mo copartícipes de la acción criminal que culminó con la imposición de la pena al causante y la declaración 
de responsabilidad del menor interviniente en el injusto. 

Autor mediato es el que, dominando el hecho y poseyendo las demás características especiales de la 
autoría, se sirve de otra persona (instrumento) para la ejecución de la acción típica. Sin dominio de la volun-
tad del instrumento coacto no puede haber autoría mediata, y si no hay dominio de la voluntad, tampoco pue-



de autorizarse a la imposición de un agravante que redunda en perjuicio de la garantía de la legalidad taxativa 
“nullun poenam sine legem” que debe primar en la descripción de una conducta antijurídica. (Del voto del Dr. 
Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “C/C YANELLO NASSER, JOSÉ EMILIO Y GUTIÉRREZ, RODRIGO ALE-
JANDRO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.031/12) (Tomo 177: 605/620 – 
5/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de arma de fuego; calificación jurídica, 
consumación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 495/497, y su ad-
hesión de fs. 522/526. 
DOCTRINA: El delito fue consumado y la calificación jurídica contenida en la sentencia impugnada resulta 
correcta, si de las constancias de la causa surge que el acusado sacó los efectos robados de la esfera de custo-
dia de su tenedor y, en el lapso que corrió desde que éste se alejó del lugar donde materializara el hecho hasta 
el momento de su detención, aun cuando ello ocurrió al poco tiempo y por efecto de la efectiva labor policial, 
existió la posibilidad de disposición. 
        El delito de robo alcanza consumación cuando, ejerciendo violencia, se ha violado la posesión ajena 
de la cosa que se encontraba bajo el     señorío de su dueño, sin que se requiera que la ilegítima apropiación se 
prolongue en el tiempo y mucho menos que se genere señorío. En tal inteligencia, la sola posibilidad del acu-
sado de disponer siquiera efímeramente de la “res furtiva” permite considerar a la conducta típica como con-
sumada y no, como tentativa. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo y Díaz) 
               Es plenamente válida la condena por el delito de robo calificado por el uso de arma de fuego apta 
para el disparo, si el tribunal hizo una ponderación de cada uno de los elementos probatorios agregados a la 
causa, tanto las de cargo como de descargo, en especial de las testimoniales producidas en el juicio, conside-
rando que las manifestaciones de la víctima se vieron corroboradas por los dichos de la persona que lo acom-
pañaba en el momento del hecho y por lo expresado por el personal policial que intervino y tuvo en cuenta, 
además, lo manifestado por los imputados quienes, a pesar de pretender justificar su accionar, reconocieron su 
presencia en el lugar del hecho, la existencia del arma de fuego y su utilización haciendo disparos, e incluso el 
apoderamiento del bien. 
           El delito de robo se consuma cuando los autores han tenido la posibilidad de disponer del bien, por 
breve que sea el lapso durante el cual el dueño o tenedor sea privado del completo ejercicio de las facultades 
correspondientes a sus derechos en la cosa. (Del voto de los Dres. Ferraris y Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.    DOCTRINA: Dra. Galli     
CAUSA: “C/C VILLANUEVA, MARTÍN MIGUEL; RODRÍGUEZ YUCRA; WILFRE-
DO ROLANDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.025/10) (Tomo 177: 
193/204 – 01/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal; ausencia de sentencia definitiva; cómputo de pena. 
CUESTION RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
1015/1026. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación en el que se pretende cuestionar una resolu-
ción que no es sentencia definitiva, ni resulta equiparable a ella, es decir, que imposibilite la continuación del 
proceso, provoque agravios de imposible o insuficiente reparación ulterior, o lo decidido en ella revista gra-
vedad institucional, debiendo circunscribirse el recurso a sus fines específicos. 

El cómputo de pena no constituye pronunciamiento judicial susceptible de pasar en autoridad de cosa 
juzgada, sino una actividad actuarial cuya aprobación se produce de pleno derecho, por ministerio de la ley, 
por el transcurso del término contemplado en el artículo 502 del Código Procesal Penal, por lo que el recurso 
de casación no se presenta como el mas adecuado a esos fines atento que debe cumplir diversas etapas proce-
sales que conllevan un lapso de tiempo mayor. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas. DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: C/C ALANDI TEJERINA, JUAN DOMINGO – RECURSO DE CASACIÓN 
(Expte. Nº CJS 34.328/11) (Tomo 177: 1/8 – 25/junio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal; resolución que confirma el sobreseimiento; garantía 
de la doble instancia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
503/506. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la resolución que con-
firmó el auto de sobreseimiento, si en la causa se encuentra cumplida la exigencia de la doble instancia en 
virtud de la específica intervención del tribunal de apelación y además, no se advierten vicios, falencias o 
errores notorios y manifiestos que viabilicen dar trámite al nuevo recurso.  



TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Díaz, Ferraris, Kauffman    DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C 
PEROTTI, MARCELO ROBERTO - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
35.000/11) (Tomo 177: 557/562 – 04/julio/2013) 
 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Individualización de la pena. Reincidencia. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 456/459 vta. 
DOCTRINA: Es justa la pena impuesta si el tribunal ha ponderado la sanción aplicable dentro del margen de 
la escala punitiva brindada por la calificación legal del hecho y se compadece enteramente con las circunstan-
cias que rodean la causa y la persona del condenado en cuanto al grado de reprochabilidad y peligrosidad que 
cabe atribuirle, con arreglo a los índices de ponderación que gobiernan la aplicación de la pena. 
           La individualización de la pena es una operación que debe cumplir el tribunal de mérito a partir de la 
consideración puntual de un conjunto de circunstancias personales y objetivas que se describen en la ley de 
fondo; ese procedimiento valorativo integra la órbita de facultades de apreciación de la prueba y de pondera-
ción de hechos que en el debate puede cumplirse de modo directo dadas las características del proceso. 

El distinto tratamiento dado por la ley a aquellas personas que, en los términos del artículo 50 del 
Código Penal, cometen un nuevo delito, respecto de aquellas que no exteriorizan esa persistencia delictiva, es 
un “plus” que se encuentra en la inutilidad de la pena sufrida como instrumento resocializador del delincuen-
te, quien revela un mayor grado de peligrosidad frente a la sociedad, al ignorar no sólo la comunicación de 
reproche que le fuera formulada al condenárselo por primera vez, sino también el intento de resocialización al 
que fuera sujeto al cumplir efectivamente la pena impuesta. 

El instituto de la reincidencia no afecta la garantía del principio  “ne bis in idem”, pues lo que éste 
prohíbe es la nueva aplicación de pena por el mismo hecho pero no impide que la condena anterior surta efec-
tos respecto del tratamiento que se considere adecuado para aquellos supuestos en los que el individuo incu-
rriese en una nueva infracción penal u otras consecuencias jurídicas. 

El fundamento último y genuino de la sanción penal no sólo proviene del reproche de la culpabilidad, 
sino que es determinado por las exigencias político-criminales de la prevención general y especial que la 
norma penal ha de cumplir.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C FLORES, JONATHAN REYNALDO; ARIAS, DIEGO ARMANDO – RE-
CURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 35.877/12) (Tomo 177: 181/192 – 01/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Individualización de la pena; relaciones entre acusación y sentencia; dere-
chos de defensa en juicio y el debido proceso.  
CUESTON RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 470/473. 
DOCTRINA: La potestad del órgano jurisdiccional al ejercer las atribuciones de los artículos 40 y 41 del 
Código Penal no se encuentra limitada por el concreto pedido de pena efectuado por el Ministerio Público 
Fiscal. Ello constituye un corolario de la garantía penal de “judicialidad” consagrada en el artículo 18 de la 
Constitución Nacional, los artículos 14.1 y 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 8.1 
y 9º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pilar fundamental de nuestro derecho penal 
según el cual la pena debe encontrarse previamente establecida en la ley y sólo puede ser impuesta por el juez 
competente.  

La existencia de una acusación concreta y oportunamente intimada –base del juicio penal- cumple las 
exigencias del debido proceso y salvaguarda absolutamente el derecho de defensa, en un todo de acuerdo a las 
garantías de legalidad y de judicialidad; máxime cuando las circunstancias que inciden en la individualización 
de la pena se encuentran preestablecidas en la ley y la concreta imposición sólo puede basarse en las constan-
cias de la causa. 

Es al órgano judicial a quien le compete con exclusividad ejercer la función jurisdiccional, que com-
prende –como manifestación específica de sus poderes de cognición y decisión -la potestad de aplicar la ley al 
caso y, particularmente, los artículos 40 y 41 del Código Penal. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Cata-
lano, Cornejo y Ferraris). 
              La potestad del órgano jurisdiccional al ejercer las atribuciones de los artículos 40 y 41 del Código 
Penal no se encuentra limitada por el concreto pedido de pena efectuado por el Ministerio Público Fiscal. 

La imposición de una pena mayor a la solicitada por el Ministerio Público Fiscal no constituye agra-
vio constitucional y, por ende, no viola las exigencias de esa índole sobre las formas sustanciales del juicio 
relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales. (Del voto de los Dres. 
Kauffman y Díaz). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: C/C CORIA, CLAUDIO DANIEL; DUARTE, ADRIÁN ALEXANDER; CAS-
TILLO, FRANCO GABRIEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 35.928) (Tomo 
177: 403/410 – 3/julio/2013) 
 



RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal, actos interruptivos, informe actualizado del 
Registro Nacional de Reincidencia.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación interpuesto a fs. 42 y vta. II. 
ORDENAR que bajen los autos al ex Juzgado Correccional y de Garantías de Séptima Nominación, a fin de 
que proceda a constatar, mediante los informes actualizados del R.N.R., la existencia o no de una sentencia 
condenatoria que haya interrumpido la prescripción de la acción penal, y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la resolución que dispone el sobreseimiento de la acusada, si la 
posible comisión de un nuevo delito como factor interruptivo de la prescripción ha sido descartada en base a 
informes desactualizados del Registro Nacional de Reincidencia.  
           El dictado de una resolución de la magnitud del sobreseimiento, que pone fin a la pretensión persecu-
toria del Estado en el proceso penal, exige de parte del tribunal que lo va a dictar, la verificación previa de que 
el plazo de prescripción no se haya interrumpido. 
           La prescripción de la acción penal no sólo se interrumpe por el desarrollo de los actos procesales 
taxativamente descriptos en el artículo 67 del Código Penal, sino que esa norma también prevé, en su inciso 
a), como un factor que afecta su curso, la comisión de un nuevo delito, cuya existencia debe haberse declara-
do por sentencia firme, y su comprobación exige la agregación de la constancia fehaciente emitida por el 
Registro Nacional de Reincidencia que, sin lugar a dudas, debe reunir las exigencias normativas, en tanto 
constituye una exigencia del principio de legalidad. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ZAMBRANO, MARIELA DEL VALLE –RECURSO DE CASACIÓN (Ex-
pte. Nº CJS 35.336/12) (Tomo 177: 113/120 – 25/junio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción contravencional.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 45/46. II. OR-
DENAR que bajen los autos al ex Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nominación a fin de que se 
expida sobre la prescripción de la acción. 
DOCTRINA: Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al 
momento de decidir.  

El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar las 
instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos 
fácticos y jurídicos. 
         Si de acuerdo a las constancias de la causa la acción contravencional posiblemente se encuentre pres-
cripta corresponde suspender el trámite del recurso deducido a fin de que el trámite previo, relativo a la causal 
extintiva de la acción, sea objeto de consideración por parte del juzgado de origen, al que corresponde devol-
ver las actuaciones en el estado en que se encuentran. (Del voto de los Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Cata-
lano) 
              Con la resolución dictada por el Juzgado Correccional y de Garantías se concreta el proceso por el 
cual el Estado Provincial persigue las faltas contravencionales (acción contravencional). No obstante que con 
ello se agotan las instancias recursivas, esta Corte admitió excepcionalmente una ulterior impugnación, siendo 
su intervención al sólo efecto de analizar un concreto planteo de inconstitucionalidad por arbitrariedad de lo 
fallado por el Juez Correccional.  
 El carácter de orden público del instituto de la prescripción, que no legitima a los tribunales a obviar 
las instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes as-
pectos fácticos y jurídicos, y en segundo término, porque la cuestión relativa a la vigencia de la acción no 
integra la acotada esfera de cuestiones reservadas a la competencia originaria de la Corte.(Del voto de los 
Dres. Díaz, Kauffman) 
 En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe imperar, sin 
hesitación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido proceso legal. 

Del juego de los artículos 135 y 160 de la Ley 7135, surge claramente que el legislador tuvo en miras 
crear una jurisdicción contravencional dentro del ámbito del Poder Judicial, como así también dotar a los 
infractores de la posibilidad de recurrir en casación, razón por la cual en caso de duda debe estarse a favor de 
la concesión del recurso, pues la circunstancia de que dicho fuero no haya sido puesto en funcionamiento, en 
nada empece a que las normas que tienden al progreso y desarrollo del recurso confluyan a embonar el siste-
ma de garantías que tutelan tanto la Constitución Nacional, como la Constitución de la Provincia de Salta.  
 No se requiere un texto expreso que autorice la prescripción en materia sancionatoria. Todo esto -
añade- es una obvia consecuencia del respeto al debido proceso legal, garantía implícita o innominada conte-
nida en nuestra Constitución Nacional, garantía que tiende a la protección absolutamente integral de la esfera 
jurídica del individuo. Aún si la ley de policía nada dijere acerca de la prescripción de la acción o de la pena, 
la sanción pertinente es prescriptible.  
 Toda acción de ese tipo no ejercida ni puesta en movimiento en un tiempo mayor o menor -la exten-
sión de éste no afecta el principio– debe ser prescriptible, en tanto una norma no declare expresamente im-
prescriptible la acción de que se trate. 



 En la especie, y de las constancias obrantes en la causa surge de manera palmaria que, si bien, entre 
la comisión del hecho que motivara la sanción administrativa y la sentencia dictada en sede correccional, 
transcurrió el plazo de prescripción de seis meses que prevé el artículo 41 del Código Contravencional de la 
Provincia de Salta (Ley 7135), al día de la fecha, la acción ya se encuentra fenecida por el transcurso del 
tiempo, razón por la cual debe hacerse lugar a un temperamento desincriminatorio y en consecuencia, sobre-
seer a la causante por prescripción de la acción contravencional.(Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C JAMES, GABRIEL ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 36.149/12) (Tomo 177: 1009/1024  -29/julio/2014) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal; resolución que deniega el pedido de suspen-
sión del juicio a prueba sin analizar la vigencia de la acción penal; necesidad de verificar interrupción del 
curso de la prescripción mediante informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 541/545. II. OR-
DENAR que bajen los autos al ex Juzgado Correccional y de Garantías de Segunda Nominación, a fin de que 
proceda a constatar, mediante los informes actualizados del R.N.R., la existencia o no de una sentencia con-
denatoria que haya interrumpido la prescripción de la acción penal, y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legítima a los tribunales a obviar 
las instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes as-
pectos fácticos y jurídicos. 

Si de acuerdo a las constancias de la causa, la acción posiblemente se encuentre extinguida por el 
transcurso del tiempo máximo de la pena determinada para los delitos por los que viene requerido el imputa-
do, encontrándose cumplido el plazo exigido legalmente resta constatar mediante los informes actualizados 
del Registro Nacional de Reincidencia, la existencia o no de una sentencia condenatoria que haya interrumpi-
do la prescripción de la acción penal. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C ECHAZÚ, SERGIO EDUARDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 34.638/11) (Tomo 177: 959/966 – 29/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Senador Nacional; aplicación de la Ley de Fueros 25230. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 74/80. 
DOCTRINA: (Mayoría) En el conflicto normativo por el cual colisionan la Ley  25320 y el artículo 185 del 
Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias) no habría motivo de hesitación alguna para 
colegir que es dicha ley la que rige, no sólo por ser específica sino por la supremacía que dentro de la pirámi-
de jurídica deroga cualquier disposición que se le oponga, máxime por ser de orden público.  

Si se aplicara, sin más, el artículo 185 del, cuando los posibles involucrados –que se desempeñan en 
la función pública, en los términos del artículo 77 del Código Penal- deban comparecer ante un juez o fiscal 
que los requiera, se afectaría el principio de supremacía que consagra el artículo 31 de la Ley fundamental, 
conforme al cual, la Constitución Nacional, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el 
Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, son la ley suprema de la Nación, y las autoridades de 
cada provincia están obligadas a conformarse a ellas, no obstante cualquier disposición en contrario que con-
tengan las leyes o constituciones provinciales. 

Si bien la inmunidad de arresto es esencial a la independencia del Poder Legislativo, lo es también 
que el Judicial sea respetado por todos, fundamentalmente por los legisladores, pues de lo contrario perdería 
su dignidad y autoridad. (Del voto de los Dres. Vittar y Pucheta) 
       Para convocar judicialmente a un senador nacional a quien se impute la comisión de un delito, que 
por imperio constitucional posee inmunidades, rige la ley nacional 25320 y no, el artículo 185 del Código 
Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), porque la índole de dicha ley es sustancial y no me-
ramente procedimental, lo que a su vez se relaciona con la primacía de normas dispuesta en el artículo 31 de 
la Constitución Nacional. (Del voto del Dr. Díaz) 
             La Ley de Fueros 25320 tiene carácter reglamentario de los artículos 69 y 70 de la Constitución Na-
cional, y la aparente colisión de esta norma con nuestra Ley formal ante la denuncia de un senador nacional, 
es superada con la aplicación de la primera que, si bien aparece, en principio, válida y vigente para el Fuero 
Federal, regula cuestiones atinentes a facultades, entre otras, propias de los miembros del Poder Legislativo y 
por ende de un integrante de ese Poder en el ámbito nacional; de lo contrario, si se aplicaran normas de nues-
tro régimen procesal respecto del trámite y relación imputado-proceso, se encontraría afectada la efectiva 
vigencia de las instituciones nacionales y la supremacía del artículo 31 de la Constitución Nacional. (Del voto 
del Dr. Longarte) 
             La Ley de Fueros 25320 es reglamentaria de la parte orgánica de la Constitución Nacional (arts. 68, 
69 y 70) y, por ende, determina aspectos atinentes a la esfera del gobierno federal –específicamente al Con-
greso de la Nación- que escapan a las competencias provinciales y que deben ser observados en todas las 
jurisdicciones, con prescindencia de que se trate de un proceso judicial común o de otra naturaleza. (Del voto 
del Dr. Posadas) 



            (Minoría) Las provincias conservan, y son soberanas al respecto, los poderes no delegados al gobierno 
federal, como es lo que atañe a sus facultades locales represivas, de modo que en relación a ellas no puede 
disponer una ley nacional, como es la 25320 que reglamenta los efectos del desafuero y contiene previsiones 
de exclusivo corte adjetivo. 
          Corresponde mantener la providencia que dispone la información sumaria para que declare el legislador 
acusado, porque exceptuar las normas aplicables al caso conduciría a sustituir la expresa manifestación del 
interesado de optar por un determinado régimen procesal, cuando, por la magnitud del delito, ello es un dere-
cho que, con innegable sentido garantista, ha establecido el legislador provincial al instaurar el sistema de 
vigencia progresiva de la Ley 7690, prescindiendo, por caso, de imponerle una regla transitoria absoluta, sea 
retroactiva o no. (Del voto del Dr. Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Díaz –Jueces de Corte), Carlos Héctor Pucheta y Ángel Amadeo 
Longarte –Jueces de Cámara llamados a integrar-..   DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: “INFORMA-
CIÓN SUMARIA  CONTRA ROMERO, JUAN CARLOS – INCIDENTE - RECURSO 
DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 34.963/11) (Tomo 177: 479/512 – 04/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Senador Nacional; aplicación de la Ley de Fueros 25230. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 146/152 vta. 
DOCTRINA: (Mayoría)  En el conflicto normativo por el cual colisionan la Ley  25320 y el artículo 185 del 
Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias) no habría motivo de hesitación alguna para 
colegir que es dicha ley la que rige, no sólo por ser específica sino por la supremacía que dentro de la pirámi-
de jurídica deroga cualquier disposición que se le oponga, máxime por ser de orden público.  

Si se aplicara, sin más, el artículo 185 del, cuando los posibles involucrados –que se desempeñan en 
la función pública, en los términos del artículo 77 del Código Penal- deban comparecer ante un juez o fiscal 
que los requiera, se afectaría el principio de supremacía que consagra el artículo 31 de la Ley fundamental, 
conforme al cual, la Constitución Nacional, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el 
Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, son la ley suprema de la Nación, y las autoridades de 
cada provincia están obligadas a conformarse a ellas, no obstante cualquier disposición en contrario que con-
tengan las leyes o constituciones provinciales. 

Si bien la inmunidad de arresto es esencial a la independencia del Poder Legislativo, lo es también 
que el Judicial sea respetado por todos, fundamentalmente por los legisladores, pues de lo contrario perdería 
su dignidad y autoridad. (Del voto de los Dres. Cornejo y Vittar) 
      Para convocar judicialmente a un senador nacional a quien se impute la comisión de un delito, que 
por imperio constitucional posee inmunidades, rige la ley nacional 25320 y no, el artículo 185 del Código 
Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), porque la índole de dicha ley es sustancial y no me-
ramente procedimental, lo que a su vez se relaciona con la primacía de normas dispuesta en el artículo 31 de 
la Constitución Nacional. (Del voto del Dr. Díaz) 
                La Ley de Fueros 25320 tiene carácter reglamentario de los artículos 69 y 70 de la Constitución 
Nacional, y la aparente colisión de esta norma con nuestra Ley formal ante la denuncia de un senador nacio-
nal, es superada con la aplicación de la primera que, si bien aparece, en principio, válida y vigente para el 
Fuero Federal, regula cuestiones atinentes a facultades, entre otras, propias de los miembros del Poder Legis-
lativo y por ende de un integrante de ese Poder en el ámbito nacional; de lo contrario, si se aplicaran normas 
de nuestro régimen procesal respecto del trámite y relación imputado-proceso, se encontraría afectada la efec-
tiva vigencia de las instituciones nacionales y la supremacía del artículo 31 de la Constitución Nacional. (Del 
voto del Dr. Longarte) 
      La Ley de Fueros 25320 es reglamentaria de la parte orgánica de la Constitución Nacional (arts. 68, 
69 y 70) y, por ende, determina aspectos atinentes a la esfera del gobierno federal –específicamente al Con-
greso de la Nación- que escapan a las competencias provinciales y que deben ser observados en todas las 
jurisdicciones, con prescindencia de que se trate de un proceso judicial común o de otra naturaleza. (Del voto 
del Dr. Posadas) 
               (Minoría) Las provincias conservan, y son soberanas al respecto, los poderes no delegados al go-
bierno federal, como es lo que atañe a sus facultades locales represivas, de modo que en relación a ellas no 
puede disponer una ley nacional, como es la 25320 que reglamenta los efectos del desafuero y contiene previ-
siones de exclusivo corte adjetivo. 
            Corresponde mantener la providencia que dispone la información sumaria para que declare el legis-
lador acusado, porque exceptuar las normas aplicables al caso conduciría a sustituir la expresa manifestación 
del interesado de optar por un determinado régimen procesal, cuando, por la magnitud del delito, ello es un 
derecho que, con innegable sentido garantista, ha establecido el legislador provincial al instaurar el sistema de 
vigencia progresiva de la Ley 7690, prescindiendo, por caso, de imponerle una regla transitoria absoluta, sea 
retroactiva o no. (Del voto del Dr. Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Cornejo, Díaz –Jueces de Corte-, Ángel Amadeo Longarte –Juez 
de Cámara llamado a integrar-.   DOCTRINA: Dra. Galli.   CAUSA: “INCIDENTE DE INFORMA-
CIÓN SUMARIA DEL DR. JUAN CARLOS ROMERO - RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. N° CJS 34.977/11) (Tomo 177: 445/478 – 4/julio/2013) 



 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Senador Nacional; aplicación de la Ley de Fueros 25230. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 203/209 vta. 
DOCTRINA: (Mayoría)  En el conflicto normativo por el cual colisionan la Ley  25320 y el artículo 185 del 
Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias) no habría motivo de hesitación alguna para 
colegir que es dicha ley la que rige, no sólo por ser específica sino por la supremacía que dentro de la pirámi-
de jurídica deroga cualquier disposición que se le oponga, máxime por ser de orden público.  

Si se aplicara, sin más, el artículo 185 del, cuando los posibles involucrados –que se desempeñan en 
la función pública, en los términos del artículo 77 del Código Penal- deban comparecer ante un juez o fiscal 
que los requiera, se afectaría el principio de supremacía que consagra el artículo 31 de la Ley fundamental, 
conforme al cual, la Constitución Nacional, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el 
Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, son la ley suprema de la Nación, y las autoridades de 
cada provincia están obligadas a conformarse a ellas, no obstante cualquier disposición en contrario que con-
tengan las leyes o constituciones provinciales. 

Si bien la inmunidad de arresto es esencial a la independencia del Poder Legislativo, lo es también 
que el Judicial sea respetado por todos, fundamentalmente por los legisladores, pues de lo contrario perdería 
su dignidad y autoridad. (Del voto de los Dres. Cornejo y Vittar) 
      Para convocar judicialmente a un senador nacional a quien se impute la comisión de un delito, que 
por imperio constitucional posee inmunidades, rige la ley nacional 25320 y no, el artículo 185 del Código 
Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), porque la índole de dicha ley es sustancial y no me-
ramente procedimental, lo que a su vez se relaciona con la primacía de normas dispuesta en el artículo 31 de 
la Constitución Nacional. (Del voto del Dr. Díaz) 
              La Ley de Fueros 25320 tiene carácter reglamentario de los artículos 69 y 70 de la Constitución Na-
cional, y la aparente colisión de esta norma con nuestra Ley formal ante la denuncia de un senador nacional, 
es superada con la aplicación de la primera que, si bien aparece, en principio, válida y vigente para el Fuero 
Federal, regula cuestiones atinentes a facultades, entre otras, propias de los miembros del Poder Legislativo y 
por ende de un integrante de ese Poder en el ámbito nacional; de lo contrario, si se aplicaran normas de nues-
tro régimen procesal respecto del trámite y relación imputado-proceso, se encontraría afectada la efectiva 
vigencia de las instituciones nacionales y la supremacía del artículo 31 de la Constitución Nacional. (Del voto 
del Dr. Longarte) 
      La Ley de Fueros 25320 es reglamentaria de la parte orgánica de la Constitución Nacional (arts. 68, 
69 y 70) y, por ende, determina aspectos atinentes a la esfera del gobierno federal –específicamente al Con-
greso de la Nación- que escapan a las competencias provinciales y que deben ser observados en todas las 
jurisdicciones, con prescindencia de que se trate de un proceso judicial común o de otra naturaleza. (Del voto 
del Dr. Posadas) 
             (Minoría) Las provincias conservan, y son soberanas al respecto, los poderes no delegados al gobier-
no federal, como es lo que atañe a sus facultades locales represivas, de modo que en relación a ellas no puede 
disponer una ley nacional, como es la 25320 que reglamenta los efectos del desafuero y contiene previsiones 
de exclusivo corte adjetivo. 
           Corresponde mantener la providencia que dispone la información sumaria para que declare el legisla-
dor acusado, porque exceptuar las normas aplicables al caso conduciría a sustituir la expresa manifestación 
del interesado de optar por un determinado régimen procesal, cuando, por la magnitud del delito, ello es un 
derecho que, con innegable sentido garantista, ha establecido el legislador provincial al instaurar el sistema de 
vigencia progresiva de la Ley 7690, prescindiendo, por caso, de imponerle una regla transitoria absoluta, sea 
retroactiva o no. (Del voto del Dr. Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Cornejo, Díaz –Jueces de Corte- y Ángel Amadeo Longarte –
Juez de Cámara llamado a integrar-.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: “C/C ROMERO, JUAN 
CARLOS; DAVID, JAVIER - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 35.483/12) 
(Tomo 177: 411/444 – 04/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción de la acción penal; interrupción del plazo 
por comisión de un nuevo delito; informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso interpuesto a 45 y vta. y, en su mérito, dejar sin 
efecto la resolución de fs. 44 y ordenar al Juzgado Correccional y de Garantías y de Menores de Segunda 
Nominación del Distrito Judicial Tartagal que proceda a constatar mediante informe actualizado del R.N.R., 
la existencia o no de una sentencia condenatoria que haya interrumpido o no la prescripción de la acción penal 
y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la resolución que dispuso el sobreseimiento por prescripción de la 
acción penal, si no existe certeza sobre inexistencia de la causal interruptiva del plazo por comisión de un 
nuevo delito, información que sólo se logra con el respectivo informe del Registro Nacional de Reincidencia 
certeramente expedido mediante el cotejo de fichas dactilares. (Del voto de los Dres. Díaz, Kauffman, Posa-
das y Vittar). 



                     Si en la causa se encuentra cumplido el plazo de prescripción  exigido para el delito de amena-
zas, resta constatar si, en el transcurso del proceso, se dictó contra el imputado, una sentencia condenatoria 
que haya interrumpido el término mencionado, hecho que sólo se puede verificar a partir del informe del 
Registro Nacional de Reincidencia que reuna las exigencias normativas. (Del voto de los Dres. Ferraris, Ca-
talano y Cornejo). 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: C/C PERADILLO, SILVIO LEONARDO - RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. Nº CJS 35.404/12) (Tomo 177: 1025/1032 – 29/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACION. Suspensión del juicio a prueba; extinción de la acción por tornarse de impo-
sible cumplimiento las reglas de conducta. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 254/255 vta.  
DOCTRINA: Es válida la resolución que declara la extinción de la acción, si ante la imposibilidad de cumplir 
con lo acordado al otorgarse la suspensión del juicio a prueba, la insistencia en el cumplimiento de la obliga-
ción asumida implicaría dilatar sin motivo la situación de la imputada, con mayor razón si se tiene en cuenta 
el particular marco circunstancial donde “de facto” la situación de corte en el sistema sanitario que motivara 
la denuncia ha desaparecido.  
           La revocación del beneficio de la suspensión del juicio a prueba no es automática, sino que el tribu-
nal debe constatar por parte del probado la persistencia en el incumplimiento de las reglas de conducta o, 
respecto a la obligación de reparar el daño, tener la oportunidad de justificar su omisión.  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C GONZÁLEZ, VALERIA CARINA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
N° CJS 35.112/11) (Tomo 177:  221/226 – 3/julio/2003) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del Juicio a Prueba. Improcedencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 28/31. 
DOCTRINA: No procede la suspensión del juicio a prueba si se encuentra acreditado que el imputado registra 
una condena  anterior y no ha transcurrido, hasta el momento del hecho que por el que en la causa viene acu-
sado, el plazo fijado en el artículo 27 del Código Penal. 
          La fecha a partir de la cual se debe computar el término del artículo 27 del Código Penal es la del 
dictado de la sentencia y no la de comisión del hecho por el cual se lo condena. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GIRÓN, CARLOS EMILIO - INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO 
A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 35.734/12) (Tomo 177: 17/24 - 25 
/junio/ 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN.  SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA; omisión de dar intervención en el 
trámite al damnificado.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 15/ 17 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto la resolución de fs. 13/ 14, a los fines de dar cumplimiento a lo señalado en el conside-
rando 4º del voto de la mayoría. 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la resolución que concede la suspensión del juicio a prueba si se 
ha omitido dar intervención a la víctima, lo que implica una inobservancia esencial de la ley, en cuanto el 
ofrecimiento se dirige al damnificado del delito que puede o no aceptarlo, pero siempre necesariamente debe 
tener la posibilidad de pronunciarse previamente al examen sobre su razonabilidad que luego efectúa el tribu-
nal. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Ferraris y Kauffman) 
                      La inexistencia de intervención en el trámite del pedido de suspensión del juicio a prueba de 
quienes, incluso, concretaron la demanda civil, vicia el procedimiento seguido e impone afirmar que el exa-
men sobre el particular contenido en el auto que concedió el beneficio contiene una falencia que impide cali-
ficarlo como derivación razonada del derecho vigente. (Del voto del Dr. Cornejo) 
                      No procede la suspensión del juicio a prueba en los delitos reprimidos con pena de inhabilita-
ción, en virtud de la prohibición expresamente dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Códi-
go Penal. (Del voto de los Dres. Posadas y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman    DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C CRUZ, MARIO SIMÓN - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
35.888/12) (Tomo 177: 531/542 – 04/julio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, revocación del beneficio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 455/458. 
DOCTRINA: El simple incumplimiento de las reglas de conducta impuestas al conceder la suspensión del 
juicio a prueba no es suficiente para la revocación del beneficio, sino que debe darse una situación de obstina-



ción, demostrativa de la resistencia al sometimiento a control y vigilancia con la finalidad de lograr la reedu-
cación en libertad del imputado. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: “C/C LÓPEZ, VICENTE FIDEL SERAFÍN; LÓPEZ ABAROA, MARÍA FER-
NANDA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.555/11) (Tomo 177: 53/62 – 
25/junio/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; ofrecimiento de reparación del daño, razona-
bilidad; delitos con pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 47/49 
DOCTRINA: Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofrecido, 
en la instancia de grado, una reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la 
víctima y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos reclamados 
civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado 
como un gesto serio y sincero de arrepentimiento y de internalización de la situación del ser humano al cual se 
victimizó por la propia acción reputada delictiva, al extremo de tornar innecesario aplicarle la eventual pena 
estatal prevista en la figura típica. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Vittar, Catalano) 
               No procede la suspensión del juicio a prueba si el delito acusado se encuentra reprimido con pena de 
inhabilitación, en virtud de la prohibición establecida en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código 
Penal. (Del voto de los Dres. Posadas, Díaz) 
               Corresponde conceder el beneficio de la suspensión del juicio a prueba si el ofrecimiento del impu-
tado de hacerse cargo de la reparación del daño resulta razonable. 

Si la parte damnificada, que persigue su reparación civil en el proceso penal expresa su disenso, el 
mismo será sólo un elemento a ponderar por el juez en el marco de la razonabilidad, ya que la ley, en caso de 
suspensión del juicio, declara habilitada para el damnificado la vía civil correspondiente, e inaplicables al 
caso las reglas de prejudicialidad de los arts. 1101 y 1102 del Código Civil. El magistrado debe fallar tenien-
do en cuenta la valoración de todos los elementos que integran el instituto, ya que la negativa de aquél a acep-
tar la reparación ofrecida por el imputado no provoca el rechazo de la solicitud de la suspensión del juicio. 
(Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra.  Galli.  
CAUSA: “C/C SUÁREZ, HÉCTOR HUGO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A 
PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.124/11) (Tomo 177: 931/944 – 
29/julio/2013) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD. Prescripción de la acción contravencional.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de inconstitucionalidad deducido a fs. 
16/19.  II. ORDENAR que bajen los autos al ex Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nominación a 
fin de que se expida sobre la prescripción de la acción. 
DOCTRINA: Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al 
momento de decidir, ya que no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso han 
quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 

El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar las 
instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos 
fácticos y jurídicos.  

Se hace necesario que el trámite previo, relativo a la causal extintiva de la acción, sea objeto de con-
sideración por parte del juzgado de origen, al que corresponde devolver las actuaciones en el estado en que se 
encuentran (Del voto de los Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano) 
             Ante la posibilidad de prescripción de la acción con posterioridad a la sentencia que confirma la san-
ción impuesta por el Jefe de Policía, debe estudiarse previamente la procedencia o no del recurso de inconsti-
tucionalidad instado, pues de ser el mismo inviable y al haberse mantenido incólume la firmeza de la senten-
cia, la remisión para que se valore la vigencia de la acción carece de sentido práctico, dado que su curso habr-
ía dejado de correr con el dictado de aquél acto jurisdiccional firme. 
             Mediando en la impugnación analizada un concreto planteo de inconstitucionalidad, corresponde 
reputarla viable como tal teniendo en cuenta que no hay sentencia firme mientras quede una posibilidad de ser 
revertida por el acogimiento de una impugnación válida, aún excepcional como este caso, entonces cabe ad-
mitir que en el tiempo transcurrido desde el inicio de estas actuaciones hasta la fecha, pudo haber operado la 
prescripción de la acción, debiéndose remitir los obrados al juzgado de origen a fin de que se verifique tal 
circunstancia. (Del voto de los Dres. Díaz, Kauffman) 
              El derecho a la tutela judicial efectiva -como garantía esencial del Estado de Derecho- no sólo prote-
ge el derecho al debido proceso, al plazo razonable, a la defensa efectiva, entre otras, sino también a la posibi-
lidad de que el recurso sea posible y genere resultados. 
              El órgano que debe resolver el recurso nunca puede tornarse incierto. Debe abrirse la vía recursiva, 
dado que si bien es cierto que no se atacó la constitucionalidad de una ley, decreto u ordenanza, sin perjuicio 



de los fundamentos esgrimidos precedentemente, podría darse un supuesto de superposición de sanciones, o 
de exorbitancia en la imposición de sanciones que por cierto afectaría también el principio del “ne bis in 
idem”. 
              De las constancias obrantes en la causa surge de manera palmaria que, si bien, entre la comisión del 
hecho que motivara la sanción administrativa y la sentencia dictada en sede correccional, no transcurrió el 
plazo de prescripción de seis meses que prevé el artículo 41 del Código Contravencional de la Provincia de 
Salta (ley 7135), al día de la fecha, la acción ya se encuentra fenecida por el transcurso del tiempo, razón por 
la cual debe hacerse lugar a un temperamento desincriminatorio y en consecuencia, sobreseer a la causante 
por prescripción de la acción contravencional. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “CARRASCO, MARCELA – RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD” 
(Expte. N° CJS 35.375/12) (Tomo 177: 621/638 – 5/julio/2013) 
 
 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia; cuestiones de hecho y prueba valoradas en 
casación. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR los recursos extraordinarios federales interpuestos a fs. 950/962, 
964/987 y 988/998 vta. Con costas. 
DOCTRINA: Corresponde denegar los recursos extraordinarios federales interpuestos, si los agravios de los 
recurrentes que atañen a cuestiones de hecho y prueba, aunque pudieron integrar válidamente la materia de la 
casación, no alcanzan para dar sustento a la vía intentada, que ha quedado reservada para supuestos extremos 
de arbitrariedad. 
         No hay sentencia arbitraria si los agravios del recurrente sólo manifiestan su discrepancia con los 
criterios de selección y valoración de las pruebas que han utilizado los jueces de la causa. La tacha de arbitra-
riedad es excepcional, y no procura sustituir a los jueces en asuntos que les son privativos, ni revisar el acierto 
con que ponderaron tal prueba, aunque se alegue error en la solución del caso.  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli  CAU-
SA:“C/C MARTÍNEZ, JOSÉ ABRAHAM – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.049/11) (Tomo 177: 731/744 – 10/julio/2013) 
  


